
 
 
 
 
 

DIPUTACIÓN DE VALLADOLID 

Serv i cio  de  Asesoramiento  Local  

Por el Sr. Alcalde del Ayuntamiento de ________________ se solicita informe jurídico sobre 

un escrito presentado por un particular reclamando la pacífica posesión de una propiedad donde el 

Ayuntamiento ha instalado el servicio municipal de punto limpio acotando el inmueble mediante el 

levantamiento de dos paredes y una puerta. 

 

Según indica el Ayuntamiento el inmueble al menos desde el año 1996 figuraba en el Catastro 

en situación de “Investigación”, salvo un año que figuró a nombre del Ayuntamiento (desde finales 

de 2013 hasta septiembre 2014). Según indica el Ayuntamiento en el momento de la instalación del 

punto limpio  el inmueble estaba catastralmente en investigación. El inmueble no está inscrito en el 

Registro de la Propiedad ni tampoco en el Inventario del Ayuntamiento. El particular indica que 

tiene la titularidad catastral del inmueble desde el 14 de octubre de 2014 y que tiene un contrato de 

donación de su tío que se lo donó a él. Aunque el Ayuntamiento considera que la donación no 

incluía las escrituras del inmueble porque su tío no las tenía. El solicitante insiste en que el contrato 

de donación formalizado ante Notario es título suficiente para acceder al Registro de la Propiedad. 

 

En base a estos antecedentes el Ayuntamiento solicita que se emita informe sobre cómo debe 

actuar el Ayuntamiento y el procedimiento a seguir en los supuestos de reclamación de la titularidad 

de un inmueble por un particular. 

 

En primer lugar indicar que el Catastro es un registro fiscal y que en ningún caso atribuye la 

propiedad de un inmueble. La investigación catastral es un procedimiento de inspección llevado a 

cabo por el Catastro para determinar la titularidad de los inmuebles a efectos fiscales. Por lo que 

indica el Ayuntamiento parece que una vez tramitado el expediente de investigación catastral, el 

Catastro ha determinado que la titularidad catastral del inmueble corresponde al particular, pero el 

hecho de que el bien inmueble actualmente esté en el Catastro a nombre de un particular no le 

atribuye la propiedad del mismo, algo que únicamente puede determinar la jurisdicción civil. 

 

Dicho lo anterior, no obstante, tenemos que manifestar que el Ayuntamiento procedió a 

instalar un punto limpio en una parcela que en el Catastro figuraba en investigación, y que no tenía 

en el inventario de  bienes, por lo que realizó una instalación en unos terrenos de cuya titularidad no 

tenía constancia. No indica el Ayuntamiento en su petición de informe si venía gozando de la 

pacifica posesión del terreno en cuestión o no. 

 

La legislación aplicable a este supuesto es el Real Decreto 1372/1986 de 13 de junio, por el 

que se aprueba el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales (en adelante RBEL). 

 

Este Servicio considera que el Ayuntamiento, antes de proceder a la ocupación de este 

terreno, si presumía que podía ser propietario del mismo tenía que haber procedido a efectuar un 

expediente de investigación a efectos de determinar si la titularidad del bien le correspondía, y 

proceder a su inventario y su registro. 

 

A través de la potestad de investigación, las Corporaciones locales tienen la facultad de 

investigar la situación de los bienes y derechos que se presuman de su propiedad, siempre que ésta 
no conste, a fin de determinar la titularidad de los mismos, tal y como establece el art. 45 del RBEL.  
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Por tanto, los requisitos necesarios para ejercitar esta potestad, son la inexistencia de datos o 

documentos que justifiquen la propiedad a favor del Ayuntamiento o de un tercero, y que se 

presuma la titularidad del Ayuntamiento sobre el bien, presunción que puede derivar de su posesión 

o de su inscripción en el inventario de bienes. Si este desconocimiento no existe, porque se conoce 

al titular registral, o existen escrituras sobre el bien en cuestión, pero el Ayuntamiento considera 

que la persona que consta como titular no reúne esta condición, deberá ejercer las acciones 

correspondientes en la vía civil para recuperar o reivindicar la propiedad, pero no podrá ejercer la 

potestad de investigación porque tal y como mantiene la jurisprudencia, esta potestad administrativa 

no puede perturbar la posesión de aquellos que aparecen como titulares en algún documento (hay 

que entender que se refiere a documentos que acrediten titularidades, algo que no hace el Catastro). 

 

El procedimiento para ejercitar esta potestad se encuentra establecido en los artículos 46 y 

siguientes del RBEL. El acuerdo de iniciación del expediente se publicará en el BOP y en el del 

municipio, si existiera, con expresión de las características que permiten identificar el bien 

investigado, exponiéndose un ejemplar del boletín en el tablón de anuncios de la Corporación en 

que radiquen los bienes, durante 15 días. Además se notificará personalmente a aquéllos que 

resulten afectados por el expediente de investigación y que resulten conocidos e identificables. De 

este acuerdo de iniciación se dará traslado a la Administración del Estado y a la de la Comunidad 

Autónoma.  

 

En el plazo de un mes desde el día siguiente al que deba darse por terminada la publicación de 

los anuncios en el tablón de la Corporación, podrán las personas afectadas por el expediente de 

investigación alegar por escrito cuanto estimen conveniente a su derecho ante la Corporación, 

acompañando todos los documentos en que funden sus alegaciones. Transcurrido este término, se 

abrirá un periodo de prueba en el que serán admisibles los medios que recoge el art. 51 del RBEL, y 

que son: Los documentos públicos judiciales, notariales o administrativos otorgados con arreglo a 

derecho, el reconocimiento y dictamen pericial y la declaración de testigos.  

 

Una vez efectuadas las pruebas y valoradas por los servicios de la Corporación, se pondrá de 

manifiesto el expediente por término de 10 días a las personas a las que las afecte la investigación y 

hubieran comparecido en el expediente para que en este plazo aleguen lo que crean conveniente.  

 

La resolución del expediente se adoptará por el órgano competente de la Corporación (que al 

igual que para la recuperación de oficio, será el Alcalde del Ayuntamiento, según jurisprudencia 

reciente del TS) previo informe del Secretario. Si la resolución es favorable, se procederá a la 

tasación de la finca o derecho, a la inclusión en el inventario y a la adopción de las medidas 

tendentes a la efectividad de los derechos de la Corporación (entre ellas, a la recuperación de oficio 

de los bienes si éstos se poseen indebidamente por particulares). 

 

La resolución que se adopte será impugnable en la doble vía contencioso-administrativa y 

civil. La primera de ellas, para cuestiones relacionadas con el expediente de investigación, y la vía 

civil para el conocimiento de las cuestiones sobre la propiedad que se susciten con ocasión de la 

investigación. 
 

Aplicando lo expuesto a la situación actual planteada por el Ayuntamiento, tenemos que 

indicar que si el Ayuntamiento presume que el bien puede ser de su propiedad sería correcto que 
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tramitara el expediente de investigación expuesto. Si del expediente de investigación se concluye 

que el bien le corresponde al Ayuntamiento, podrá inscribirlo en el inventario de bienes, y solicitará 

la modificación  de su titularidad en el Catastro y procederá a su inscripción registral, teniendo en 

cuenta que si el particular no está de acuerdo, podrá recurrir las cuestiones relativas a la propiedad 

ante la jurisdicción civil. 

 

Por otra parte, si el Ayuntamiento considera que no existen indicios que hagan presumir que 

puede ser titular del bien, podrá resolver motivadamente no abrir el expediente de investigación. En 

cambio, si existen indicios que presuman su titularidad, y abre el expediente de investigación, pero 

de la tramitación del expediente se concluye que el Ayuntamiento no es propietario del bien, así lo 

declarará y archivará el expediente. En ambos casos, el Ayuntamiento deberá retirar las 

instalaciones del punto limpio del terreno.  

 

Todo ello al margen de que tanto si el Ayuntamiento no inicia el expediente de investigación, 

como si una vez tramitado concluye que no es propietario del terreno, en ningún caso, cualquiera de 

estas dos actuaciones, supondrá declarar la propiedad del terreno a favor del solicitante, algo que 

solo puede efectuar la jurisdicción civil o la inscripción del inmueble  en el Registro de la 

Propiedad, y que tendrá que efectuar el interesado, entendiendo este Servicio que si el bien nunca ha 

estado inscrito en el Registro de la Propiedad, tendrá que seguirse el correspondiente procedimiento 

para su primera inmatriculación, no siendo título bastante para la inscripción la escritura de la 

donación si anteriormente el bien no se encontraba inscrito en el Registro de la Propiedad.  

 
Se emite el presente informe sin perjuicio de otro mejor fundado en derecho. 

 

Valladolid, a 3 de julio de 2015 
 


